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La intención primordial de este trabajo es analizar si se utiliza o se practica por el 
juez de tutela, la medida cautelar nominada e innominada que son aplicable en los 
procesos verbales y se regulan por el “artículo 590 del Código General del Proceso”. 
Consiste en hacer un estudio de las varias posturas de los doctrinantes más ilustres 
de Colombia, así mismo analizaremos algunas posturas jurisprudenciales de la 
“Corte Suprema de Justicia y Corte Constitucional”. Lo que se determinó a través 
de los aportes de los doctrinantes es que las cautelas innominadas y las medidas 
provisionales guardan una gran similitud a pesar de que el decreto 2591 de 1991 no 
le brinda al operador de justicia constitucional un camino para el decreto de las 
medidas provisionales, el mismo debe recurrir al principio de fumus bonis juris que 






The main intention of this work is to analyze if the nominated and unnamed 
precautionary measure is used or practiced by the guardianship judge, which are 
applicable in the verbal processes and are regulated by article 590 of the General 
Code of the Process. It consists in making a study of the various positions of the 
most illustrious doctrinants of Colombia, likewise we will analyze some 
jurisprudential “positions of the Supreme Court of Justice and Constitutional Court”. 
What was determined through the contributions of the doctrinantes is that the 
unnamed precautions and provisional measures are very similar despite the fact that 
Decree 2591 of 1991 does not give the operator of constitutional justice a way to 
decree measures provisional, the same should appeal to the principle of fumus bonis 







Teniendo en cuenta que el  Art. 86 de la C.N. nos indica que, todas las personas 
independiente de que sean natural o jurídicas podrán por medio de una acción de 
amparo o de tutela solicitar al administrado de justicia, el amparo de manera 
inmediata de sus Derechos Fundamentales, en el momento que los mismos sean  
trasgredidos o se encuentren en riesgo ya sea la voluntad o por  el descuido de una  
autoridad del Estado, siempre y cuando no exista más u otros medios de protección 
legal, o también que sea  utilizado como medio temporal con el fin de prevenir  un 
daño  irreparable.  
Además el referido artículo también consagra que la acción de tutela es un 
procedimiento preferente y sumario1 y para reglamentarlo con posterioridad se 
emitieron los decretos: 2591 de 1.991, 306 de 1.992, 1382 de 2.000 y 1983 de 2017, 
estableciéndose que su trámite “se desarrollara con arreglo de los principios de 
publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia y que 
los derechos protegidos por la acción de tutela se interpretaran de conformidad con 
los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”2.  
Es de precisar que el decreto 2591 de 1991 faculta al administrador de justicia en 
sede de tutela, con unas  herramientas o medidas consagradas en el artículo 7, 
denominadas medidas provisionales, de las cuales pude hacer uso de las mismas, 
siempre y cuando así lo considere pertinente, conducente y proporcional, con el fin 
que cuando el operador de justicia constitucional vea que el derecho fundamental 
vulnerado se encuentra en eminente peligro podrá otorgar estas medidas mientras 
se resuelve de fondo la acción de tutela impetrada. Estas medidas serán decretadas 
bajo solicitud de las partes o cuando el juez las considere necesario lo hará de oficio 
                                            
1 “COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción 
de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política. Artículo 1”. 




“esta decisión debe ser razonada, sopesada y proporcionada a la situación 
planteada.”3 
Por su parte el Código General del Proceso, con el fin de salva guardar las resultas 
de un proceso, establece a partir de su artículo 590 las “medidas cautelares” que 
podrán ser decretadas en los procesos declarativos, las cuales se dividen en típicas 
y atípicas o innominadas, en donde en primer lugar, las típicas se dividen entre 
patrimoniales y personales, y en segundo lugar, las atípicas  como su nombre lo 
indica , no se encuentran taxativas dentro del régimen procedimental civil, siendo el 
juez quien a petición de parte las otorga4. 
Este trabajo se realizara de manera descriptiva5 ,analítica y finalmente comparativa 
para determinar las características de las “medidas cautelares” en los procesos 
declarativos consagrados en el C.G.P. y s,  “medidas provisionales en la acción de 
tutela”, desarrollando las ,tipologías de cada una y así llegar a determinar si es 
posible la aplicación de las cautelas atípicas en la acción de tutela, para lo que se 
                                            
3 “COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 207 de 2012 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez” 
4 “COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1564 de 2012 Articulo 590. Por medio de la cual se 
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.  
Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección del derecho objeto del litigio, impedir 
su infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren 
causado o asegurar la efectividad de la pretensión. 
Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o interés para actuar de las partes y la 
existencia de la amenaza o la vulneración del derecho. 
Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como también la necesidad, efectividad y 
proporcionalidad de la medida y, si lo estimare procedente, podrá decretar una menos gravosa o diferente de 
la solicitada. El juez establecerá su alcance, determinará su duración y podrá disponer de oficio o a petición de 
parte la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada. 
Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con pretensiones pecuniarias, el demandado podrá impedir 
su práctica o solicitar su levantamiento o modificación mediante la prestación de una caución para garantizar el 
cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios por la 
imposibilidad de cumplirla. No podrá prestarse caución cuando las medidas cautelares no estén relacionadas 
con pretensiones económicas o procuren anticipar materialmente el fallo” 
5 “UFG. Metodología de la investigación. [en línea] disponible en:  
http://ri.ufg.edu.sv/jspui/bitstream/11592/7841/5/362.829%202-B467f-CAPITULO%20IV.pdf. 
Los estudios descriptivos permiten detallar situaciones y eventos, es decir cómo se manifiesta determinado 
fenómeno y busca especificar propiedades importantes de personas, grupos, comunidades o cualquier otor 




consultara la definición, descripción y procedimiento de las  “medidas cautelares” y 
medidas provisionales desde el punto de vista doctrinal y jurisprudencial. 
Para cumplir con el objetivo planteado, describiremos las cautelas típicas e 
innominadas que se encuentran a partir del artículo 590 de la ley 1564 de 2012, 
definiendo en que consiste y el desarrollo de estas, tomando como punto de partida 
el criterio de los diferentes doctrinantes y las posturas jurisprudenciales de la Corte 
Suprema de Justicia Sala Civil y la Corte Constitucional. 
Nos ocuparemos del tema de las medidas previas en la acción de tutela y “las 
cautelares, innominadas o atípicas” de que trata el CGP, que son utilizadas en los 
procesos declarativos, haciendo una leve comparación entre estas dos figuras. Así 
mismo el procedimiento para la solicitud, decreto y práctica da las mismas.   
El artículo 86 de la Constitución Colombiana, menciona que todas las personas 
podrán reclamar ante un juez constitucional mediante acción de tutela, la 
reclamación de un derecho fundamental o por conexidad cuando vea que estos se 
le han vulnerado. Esta acción es regulada por el decreto 2591, que indica en su 
numeral 7 que el recurrente podrá solicitar al operador de justicia que de manera 
previa le sea otorgada una medida con el fin de salva guardar el derecho 
fundamental vulnerado antes que se resuelva de fondo la acción de tutela.      
Sabido es que el derecho sustancial prevalece sobre el derecho procesal, sin 
embargo, cuando se presentan situaciones o casos que deben ser resueltos ante la 
jurisdicción ordinaria, encontramos que el objeto de los procedimientos es la 
efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial o tutela judicial 
efectiva, la cual se desarrolla a través de las formas propias de cada proceso que 





  “La Corte recuerda que aunque en el ordenamiento jurídico colombiano hay cabida 
para una serie de medidas cautelares atípicas o innominadas6 novedosas, que 
además de no ser viables de oficio, solo pueden imponerse por el juez en ciertos 
procedimientos para proteger derechos litigiosos, prevenir daños o asegurar la 
efectividad de las pretensiones, dentro de parámetros que para su imposición, son 
claramente delineados por el legislador” 7. 
Como se indicó el nuevo código del proceso civil en Colombia, introdujo nuevos 
mecanismos que en materia de “medidas cautelares” se incorporaron a la 
normatividad procesal, basados en la autonomía e independencia, pero 
determinadas de una manera más clara, comprensiva, ordenada, pues aunque ya 
existían las “medidas cautelares” en los procesos ordinarios, en algunos asuntos de 
familia y procesos ejecutivos, se incluyen o se anexan las llamadas “medidas 
cautelares” innominadas en los procesos verbales, dotando así al juez de 
conocimiento de unas herramientas que si bien, no están taxativas, puede hacer 
uso de ellas, es decir, que le es permitido al juez ordenar cualquier medida que a 
su juicio encuentre razonable, conservando obviamente los principios de legalidad, 
proporcionalidad, necesidad, razonabilidad e indeterminación, pues así no estén 
determinadas por el legislador, el poder del juez no es absoluto tiene límites. 
De acuerdo con lo anterior, llama la atención de hacer un estudio comparativo entre 
las “medidas cautelares” utilizadas en la jurisdicción civil, más exactamente en los 
procesos declarativos y en la acción de tutela previo a determinar las características 
de cada medida y los criterios que tiene el juez civil y el juez constitucional para el 
decreto de las “medidas cautelares”, innominadas y previas. 
 
                                            
6 “PARRA QUIJANO, Jairo. Medidas cautelares innominadas. En Memorias del XXXIV Congreso Colombiano 
de Derecho Procesal. Instituto Colombiano de Derecho Procesal, Medellín, 2013, págs. 301 a 318”. 
7 “La Corte Constitucional en fallo C-279 de mayo 15 de 2013, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, recordó que 
la exposición de motivos del Código General del Proceso señala dentro de las principales modificaciones 
realizadas al procedimiento civil, la inclusion de nuevas instituciones y procedimientos verdaderamente 




Posteriormente, se estudiaría de manera jurisprudencial las posturas de la Corte 
Constitucional sobre las medidas provisionales. Analizando su procedimiento y en 
los casos en que las mismas son otorgadas. También se observará la posibilidad la 
posibilidad de la utilización de las “medidas cautelares” en la acción de tutela. 
El problema que queremos abordar es la aplicación de las “medidas cautelares”, 
“medidas innominadas, en la acción de tutela por tal motivo se hace necesario 
observar que “La Constitución Política de Colombia” en su título VIII, trata de la 
Rama Judicial, nos lustra sobre el fin de la administración de justicia, resalta en 
pleno la independencia que tiene la rama judicial de las demás ramas del poder 
público, también nos indica que ninguna persona podrá ser juzgada sin que medie 
un debido proceso, este proceso debe ser diligente, debe tener un tiempo limitado, 
otro aspecto importante  que estable el mencionado título es  que los jueces siempre 
se someterán al imperio de la ley. 
Lo anterior se hace con el fin de establecer un armónico trato del Estado con sus 
ciudadanos y los ciudadanos entre ellos mismos es así como entra en armonía la 
rama legislativa, quien en funciones de su independencia crea una serie de leyes 
sustanciales con las que se buscan determinar una serie de parámetros que guía a 
sus asociados sobre lo que es permitido y no está permitido, como se debe 
desarrollar determinada operación jurídica, bajo que parámetros se puede crear un 
negocio jurídico. Pero de nada serviría crear una serie de normas sustanciales y 
procesales, si no existe un precepto por la vulneración de estos derechos, para 
salva guardar estas sanciones el legislador creo las “medidas cautelares” que se 
encuentran a partir del articulo 590; del “Código General del Proceso”      
Por otro lado, dentro de la misma norma de normas se crea la acción de tutela, 
acción que como se ha venido diciendo a lo largo de este trabajo, busca proteger 
los derechos fundamentales de cualquier persona dentro del territorio nacional, en 
este caso es reglamentado por el decreto 2591 de 1991, y facultad al juez 




preventivas con el fin de salva guardar los derechos fundamentales y conexos que 
este en estado de vulneración.  
El código general del proceso regula las acciones de asuntos civiles, comerciales 
de familia y agrarios, el C.G.P en su libro cuarto, habla de las “medidas cautelares” 
y cauciones, en este libro se puede evidenciar un gran avance en esta materia.     
Mientras que en la acción de tutela se utiliza la medida provisional regulada en el 
artículo 7 del decreto 2591 de 1991. Y en ocasiones utiliza las “medidas cautelares” 
y las medidas innominadas.  
De tal forma que el tema que se abordará en este trabajo mediante una símil entre 
las “medidas cautelares” utilizadas en el “Código General del Proceso” es decir las 
nominadas, las innominadas y las medidas previas utilizadas en la acción de tutela.  
Así mismo mirar en qué circunstancias el juez de tutela utiliza las “medidas 
cautelares” nominadas e innominadas en la acción de tutela.      
Como intentaremos descubrir a lo largo de la presente investigación:  
¿PUEDE EL JUEZ DE TUTELA EN USO DE SUS FACULTADES DECRETAR Y 
PRACTICAR LAS “MEDIDAS CAUTELARES Y MEDIDAS INNOMINADAS DEL 
CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO”? 
La hipótesis de la cual partiremos es que dentro de las principales funciones del 
Estado es salva guardar los derechos fundamentales y sustanciales de sus 
asociados; para ello el legislador crea las leyes con las que se busca mantener la 
convivencia sana y pacífica. Para poner en funcionamiento estas leyes se debe 
crear una ley procedimental dentro de esta ley procedimental para salva guardar la 
resulta de una contienda jurídica se crean las “medidas cautelares”, las cuales son 




Así mismo estas “medidas cautelares” dentro del ámbito procesal civil son tasitas y 
con la entrada en vigencia del C.G.P. da la posibilidad de solicitar, decretar y 
practicar las medidas innominadas o atípicas.     
Por ende, nos es permito hacer un paralelo de estas medidas y determinar en qué 
casos el juez de tutela puede hacer uso de las medidas que se encuentran a partir 
del artículo 590 del “Código General del Proceso”.  
Vemos la pertinencia de esta investigación ya que es transcendental determinar la 
diferencia entre las “medidas cautelares”, medidas innominadas que son utilizadas 
en los procesos declarativos y las medidas previas que son utilizadas en la acción 
de tutela. Así mismo establecer si las medidas que encontramos a partir del artículo 
590 del “Código General del Proceso”, son aplicables en la acción de tutela. 
Este trabajo lo consideramos teórico, teniendo en cuenta que con la entrada en 
vigencia del “Código General del Proceso” se reformo el tema de “medidas 
cautelares”, es así como es pertinente observar el campo de aplicación de estas 
medidas en los procesos y en la acción de tutela.   
Observamos que dentro del campo teórico es importante, ya que desde la entrada 
en vigencia de la ley 1564 de 2012 se ha presentado una evolución en el tema de 
las cautelas, es por ello que la aplicación de las mismas ha venido obligando a un 
pronunciamiento legal, constitucional y doctrinaria. 
Se considera que esta investigación viene hacer útil metodológicamente ya que 
contribuiría a más investigaciones sobre este tema; una vez se haya utilizado las 
fuentes y se haya llegado a las conclusiones adecuadas.    
Nuestro objetivo es establecer si el Juez de tutela en uso de sus facultades decreta 
y practica “medidas cautelares” y medidas innominadas del código general del 




Ahora bien teniendo en cuenta que la entrada en vigencia del “Código General del 
Proceso” es aproximadamente de hace 4 años ya se puede conseguir varios 
pronunciamientos jurisprudenciales sobre el tema que se aborda en este trabajo. Se 
evidencia una gran importancia de este trabajo teniendo en cuenta que las 
averiguaciones que se hagan se podría dar una serie de respuestas al interrogante 
que se tiene en esta investigación y en caso de conseguir una respuesta positiva 
podríamos determinar bajo qué criterio el juez de tutela otorga o aplica las medias 
cautelares típicas y típicas en la acción de tutela. En caso negativo serviría para dar 
un punto de partida al juez de tutela para la aplicación de las cautelas mencionadas 
en la acción constitucional del amparo.  
Consideramos que el encausamiento que se establecerá en este trabajo es de tipo 
jurídico, ya que se tiene como objeto analizar las cautelas innominadas, las medidas 
preventivas y si existe la aplicación de las medidas atípicas por parte del juez de 
tutela. Por tal motivo es indispensable, analizar la variedad de posiciones de las 
altas cortes. 
La metodología que emplearemos es el de analítico, junto con una síntesis ya que 
es dispendioso desarticular la conceptualización de medida cautelar, medida 
cautelar innominada, medidas preventiva, así mismo estudiar las características de 
las clases que existen de estas medidas. Después, mediante una síntesis, uniremos 
la aplicación de las medidas innominadas por parte del juez de tutela en esta acción 
constitucional.        
También daremos un enfoque de carácter jurídico, toda vez que se busca estudiar 
si el juez de tutela hace aplicación a las “medidas cautelares”, medidas innominadas 
que son reguladas en el “Código General del Proceso”, Asimismo, fortuitamente, 





Nuestro método de investigación  es de tipo teórico, “pues se entiende, por método, 
un camino al conocimiento o un conjunto de procedimientos de investigación de las 
ciencias8”. Pero dentro del sistema de investigación teórica, que es la que aplica el 
caso en concreto, encontramos la clasificación de análisis y síntesis. La primera 
pretende por medio de “descomposición mental del objeto investigado”9, obtener 
nuevos conocimientos. En cambio, la síntesis intenta juntar el objeto descompuesto 
para llegar a obtener un todo.   
En esta investigación no se utilizarán fuentes primarias, ya que el caso que nos 
ocupa solo es necesario hacer análisis y síntesis de las posturas de los diferentes 
doctrinantes así se analizaran algunos conceptos de las altas cortes en el tema 
objeto de la investigación. 
Por el tema de la investigación utilizaremos libros, documentos, sentencias y 
artículos, ya sea en formato físico o formato digital, elaborados por los diferentes 
tratadistas y altas cortes en el tema investigado. 
Recurriremos a la técnica del análisis que aplicaremos a documentos, textos y 
legislaciones, citadas por los autores y tratadistas especializados en el tema de la 
investigación. 
El análisis de contenido de textos como documentos, textos y legislaciones, 
elaborados por tratadistas, doctrinantes en la materia y órganos de la administración 
de justicia, se hará usando el método científico ya mencionado.  
Utilizaremos como fuentes, la ley, la doctrina, y, la jurisprudencia, como quiera que 
son los documentos que compilan, organizan y comunican los alcances y saberes 
científicos en el derecho.  
      
                                            
8“UNIVERSIDAD LIBRE. Guía para la elaboración de proyectos de investigación. Bogotá: 3ra ed, p.50.” 




CAPITULO 1. MEDIDAS CAUTELARES EN LA DOCTRINA COLOMBIANA  
1.1. POSICIONES VARIAS SOBRE LAS CAUTELAS  
“El Código General del Proceso destina el libro cuarto a la regulación de Medidas 
cautelares y cauciones que se desarrollan en los arts. 588 A 604 el tema de las 
medidas preventivas (embargo, secuestro, registro de la demanda etc.) y las 
cauciones, sin duda constituye, no obstante estar ubicado en la parte final del 
estatuto, un aspecto propio de la parte general, ya que tiene que ver en las más 
disímiles actuaciones, porque son de aplicación en procesos tales como verbal, 
ejecución, divorcios, arbitramentos y sucesión para citar algunos”10.     
Para Hernán Fabio es importante resaltar que el “Código General del Proceso” 
consigna en todo el libro IV, todo lo relacionado a las “medidas cautelares” y 
consagra que se utilizan en las diferentes acciones judiciales y da un ejemplo de los 
diferentes procesos en que se utilizarían estas cautelas. 
“Con respecto a las medidas, el Código General del Proceso adopta facultades 
oficiosas para el juez en los procesos declarativos y es allí donde radica la importante 
novedad, pues al tiempo de mantener las medidas cautelares que el Código de 
Procedimiento consagra en el artículo 690, introduce las medidas cautelares 
conocidas como INNOMIMADAS….”11    
Por su parte Edgardo Villamil Portilla dice que el C.G.P. otorga potestades laborosas 
al administrador de justicia en las acciones declarativas y manifiestas que es allí en 
donde radica la innovación además de mantener las cautelas del “Código de 
procedimiento Civil”.     
                                            
10 “LÓPEZ BLANCO Hernán Fabio. Código General del Proceso – Parte General. Dupre Editores 1ra ed. 2017”. 
p. 1073. 
11 “VILLAMIL PORTILLA Edgardo. Algunos Apuntes Acerca de las Cautelas en el Código General del Proceso 
XXXIII Congreso Colombiano de Derecho Procesal. Departamento de Publicaciones, Universidad Libre 1ra ed.  




 “En el C.G.P el régimen de las medidas cautelares se muestran relativamente audaz 
y coherente, aunque bastante disperso. A pesar de haberse destinado un libro del 
código (libro cuarto) específicamente a la regulación de las cautelas, numerosas 
disposiciones ubicadas en otros libros aluden también a tales medidas”12.     
Miguel Enrique Rojas Gómez, comenta que dentro del Código General del Proceso 
las cautelas se observan comparativamente intrépido y análogo, con algo esparcido 
pese a que se destinó todo un texto del C.G.P a la normalización de las “medidas 
cautelares” ya que en otras partes del Código se pueden encontrar 
pronunciamientos sobre las mismas.       
“El nuevo tratamiento de medidas cautelares incluye una adopción pero bajo una 
especial principalística donde se esgrima de un sistema, meramente formal, a otro 
en el cual, decretar una medida cautelar exigiría del juez apreciar la legitimación o 
interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o vulneración del 
derecho, la necesidad, efectiva y proporcionalidad de la medida pudiendo, incluso, 
decretar una menos gravosa o diferente de la solicitada estableciendo, además su 
alcance y duración. Es más, resulta tan prolífico el actuar del juez en torno al tema 
de las cautelas que va a incidir en situaciones posteriores a su decreto, pues podrá, 
actuando de oficio o a petición de parte, ordenar su modificación, sustitución o 
disponer el cese de la medida cautelar adoptada”13.      
En el aparte anterior observamos la postura de José Ignacio Cataño, en la que 
resalta una clara diferencia entre las “medidas cautelares” del Código de 
Procedimiento Civil y las del “Código General del Proceso”. Dice que el primer 
sistema era meramente una formalidad por parte del operador de justicia mientras 
que el segundo el director del proceso debe hacer un estudio minucioso, lo que 
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permitirá al director del proceso ya sea en uso de sus funciones o por intervención 
de las partes modificar, sustituir o suspender la cautela.    
“Si se nos pidiera una justificación concreta y única para la existencia, regulación, 
decreto y práctica de medidas cautelares en los distintos procesos judiciales y en 
determinadas actuaciones administrativas, sin duda responderíamos que ello 
obedece a la necesidad de garantizar una tutela judicial efectiva.    
En una explicación más amplia tendríamos que señalar que por tutela judicial 
efectiva se debe entender la efectivización, concreción o materialización  del derecho 
sustancial, que el justiciable ha considerado desconocido”14   
En el presente postulado Héctor Francisco Arévalo nos describe la justificación de 
la existencia de la cautela dentro de las distintas acciones jurídicas y 
administrativas, asegurando que el objetivo de la misma corresponde al 
requerimiento de salva guardar la ejecución del “derecho sustancial”15 vulnerado.     
El legislador, junto con el “Instituto Colombiano de Derecho Procesal” en busca de 
darle armonía al procedimiento civil con el artículo 229 de la Constitución, crea el 
“Código General del Proceso” con el fin de dar una celeridad a los procesos y dar 
un paso definitivo a la oralidad.  
Lo anterior no le quitaba trasfondo a que este nuevo “Código General del Proceso” 
cubriría faltantes en las demás ramas del derecho cuando su norma especial no 
indique la forma de aplicación del derecho vulnerado16.     
                                            
14  AREVALO FÓMEQUE Héctor Francisco. La Cautela Innominada. Su implementación en el Código General 
del Proceso y Otras Leyes Especiales – Tendencias Contemporáneas del Derecho Procesal. Colección del 
Instituto de Posgrados – Maestría en Derecho Procesal, Universidad Libre. 2017. p. 687. 
15 Ibíd.  
16 “ARTÍCULO 15. CLÁUSULA GENERAL O RESIDUAL DE COMPETENCIA. Corresponde a la jurisdicción 
ordinaria, el conocimiento de todo asunto que no esté atribuido expresamente por la ley a otra jurisdicción. 
Corresponde a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, el conocimiento de todo asunto que no esté 
atribuido expresamente por la ley a otra especialidad jurisdiccional ordinaria. 





El aparte anterior no lo hace extraño a la aplicación de las “medidas cautelares”, 
que es el tema que nos ocupa para lo cual debemos entrar a conceptualizar la 
definición de las mismas, las clases y sus etapas.    
1.2. “MEDIDAS CAUTELARES” 
“Las medidas cautelares son accesorias a un proceso y rogadas. A diferencia de las 
medidas cautelares extraprocesales que puedan existir sin un proceso, de modo 
general las demás acompañan a la demanda, son accesorias a una pretensión con 
otras palabras, son instrumentales al proceso o un apéndice del mismo, de modo 
que el fin del proceso a ellas  pone fin”17.   
La anterior definición la obtenemos de Edgardo Villamil Portilla, quien dice que las 
cautelas son adjuntas al proceso, cuestión diferente son las cautelas extra proceso, 
y ya aterrizando el tema se dice que son adjuntas a la pretensión del proceso de tal 
manera que cuando termine el litigio, también terminara o se pondrá conclusión a la 
cautela.      
Por su parte Jesús Salomón Mosquera, las constituye un ejercicio del administrador 
de justicia, ciertas manifestaciones momentáneas por parte del operador de justicia 
que buscan proteger el derecho sustancial reclamado; así mismo asegura que la 
providencia que resuelve el conflicto será dictada en equidad.       
“Las entendemos como ciertas decisiones provisionales dictadas por el juez, de 
oficio o a petición de parte encaminadas a garantizar anticipadamente que el 
derecho reclamado se cumplirá, y que el eventual fallo no será nugatorio”18. 
Por otro lado, Colmenares Uribe. Nos dice que las Medidas cautelares surgen 
debido a que la ¨ Ciencia Procesal¨ se ve obligada a perfeccionar lo resuelto en el 
                                            
17“VILLAMIL PORTILLA Edgardo. Algunos Apuntes Acerca de las Cautelas en el Código General del Proceso 
XXXIII Congreso Colombiano de Derecho Procesal. Departamento de Publicaciones, Universidad Libre 1ra ed.  
Sep. 2012. p. 171”. 
18“MOSQUERA HINESTROZA Jesús Salomón. Las Medidas En el Nuevo Código General del Proceso. 




fallo y así garantizar, la efectividad del derecho sustancial amparado. Es así como 
se le da inicio al procedimiento cautelar tomando como partida un juicio sumario. Lo 
que permite utilizar el procedimiento cautelar como el medio de protección de la 
ejecución de la sentencia. 
“Esto planteó a la ciencia procesal la necesidad de asegurar lo declarado en la 
sentencia y brindar una tutela efectiva. Con este objetivo, era necesario crear un 
procedimiento especial, específicamente para proteger el derecho que se debatía y 
que la sentencia no fue ilusoria. Por esta razón se dio lugar al procedimiento cautelar, 
fundado en el conocimiento sumario (summarium cognocere), de esta manera, el 
proceso cautelar surge como mecanismo procesal para la protección de la eficacia 
del proceso, bajo la idea de no esperar la cognición plena y regirse por la 
sumarización cognitiva con base a los fundamentos de la pretensión y el análisis del 
objeto litigioso”19. 
En otra postura Jorge Forero Silva, resalta el aporte que se hace en el “Código 
General del Proceso” para con el juez, es la que se esgrime en el artículo 590 y que 
sistematiza las cautelas para los procesos declarativos.  
Así mismo argumenta que estas medidas procuran que la sentencia judicial; no 
trascienda desarmada, permitiendo que la parte actora satisfaga la sanción 
impuesta por el derecho sustancia vulnerado.     
“Otra importante atribución que el nuevo Código le otorga al juez, está relacionada 
con las medidas cautelares. El artículo 590, que es norma que entra a regir a partir 
del 1 de octubre del año 2012, regula las medidas cautelares para los procesos 
declarativos” 
                                            
19 COLMENARES URIBE Carlos Alberto. Las Medidas Cautelares y La Posesión Materia. Ediciones Doctrina 




“Estas medidas de cautela pretenden que la decisión no resulte inocua, pudiendo el 
accionante a quien se le acogen sus pretensiones lograr la satisfacción real de su 
derecho”20.   
El profesor (español) Manuel Ortells Ramos, llama la medida cautelar tutela judicial 
cautelar, y al hacer la definición de esta, dice que al encontrar los presupuestos, la 
misma se podrá decretar en el proceso civil, ya que su gnosis se centra en que la 
resulta del proceso no puede ser dictada de manera inmediata. Esta demora es 
excusada en el sentido del derecho de contradicción que tiene la parte pasiva; pero, 
por el contrario este retraso desde el punto de vista del actor, es un indecoroso pues 
durante el atraso el demandado prestaría acciones que entorpezcan la seguridad 
del derecho sustancial reclamado. 
Finalmente dice que la ´´ tutela judicial´´ tiene su fin en minimizar el trance de 
inseguridad del derecho sustancial que pueda ser amparado. 
“La tutela judicial cautelar es una de las modalidades de tutela judicial que, si 
concurren sus presupuestos, puede ser obtenida en un proceso civil. 
Su razón radica en que: 
1) La sentencia, como resultado del proceso de declaración, que se pronunciará sobre 
la tutela judicial pedida en el mismo – condena, mera declaración, constitución, no 
puede ser dictada en el mismo momento en que es pedida, sino después del tiempo 
necesario para desarrollar el proceso. 
2) Esa ineludible demora está justificada por ser necesaria para garantizar la defensa 
del demandado y el acierto de la sentencia que termina el proceso” 
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“3) Pero, desde la perspectiva del actor, esa demora constituye un inconveniente, 
porque durante la misma el demandado puede adoptar comportamientos que impidan 
o dificulten gravemente la efectividad de la tutela que puede ser concedida en el 
proceso de declaración. 
La tutela cautelar es la modalidad de tutela judicial destinada a contrarrestar el riesgo 
de inefectividad de la tutela que pueda ser concedida en el proceso de declaración, 
mediante una afectación de la esfera jurídica del demandado adecuada y suficiente 
para producir aquel efecto”21.     
1.2.1 Características de las “medidas cautelares”. 
Las “medidas cautelares” gozan de unas características, las cuales son, 
jurisdiccionalidad, instrumentalidad, provisionalidad y proporcionalidad al respecto 
Ramón Peláez dice: 
“Se han considerado como caracteres, el de la jurisdiccionalidad, instrumentalidad, 
provisionalidad y proporcionalidad. 
a) Jurisdiccionalidad  
Que se sustenta en la idea de que en la medida en que su materialización opera por 
virtud del ejercicio de la función jurisdiccional del Estado, es dentro de ese escenario, 
donde adquieren la preponderancia que les es atribuida. 
b) Instrumentalidad 
Que se expresa en el hecho de que están ligadas a la materialización de una 
decisión de orden judicial, independiente del momento procesal donde se adopte, es 
decir que pueden ser previas o en curso mismo del proceso” 
  
                                            




“c) Provisionalidad  
Al estar supeditadas al desarrollo y culminación del proceso, significa que existe 
transitoriedad en las mismas, de tal manera que desaparecerán cuando por virtud 
de una decisión, se ponga término a la actuación. 
d) Proporcionalidad  
Que se expresa en que ningún caso puede haber exceso cuando de establecer el 
monto de la afectación por virtud de la medida cautelar, se trata, especialmente en 
lo referente a embargos, pues en aras de no hacer más gravosa la situación del 
afectado, existen unos límites para esa fijación”22.   
Por otro lado Héctor Francisco Arévalo dice que estas características las 
encontramos en un trinomio básico de los que menciona la Jurisdiccionalidad, 
Instrumentalidad y Provisionalidad. También teniendo en cuanta la evolución 
doctrinal y jurisprudencial agrega las siguientes características: garantistas, 
accesorias y provisionales.  
 “En términos generales las medidas cautelares se caracterizan por una triada 
fundamental: JURSDICCIONALIDAD, INSTRUMENTALIDAD Y 
PROVISIONALIDAD.  
Sin embargo, dado los alcances y diversidad de procesos en los cuales se practican 
aquellas, la jurisprudencia y doctrina ha ampliado drásticamente las características 
de las medidas cautelares, por tanto, otra clasificación ampliada de las características 
es la siguiente: Son GARANTISTAS, ACCESORIAS, PROVISIONALES.  
Jurisdiccionalidad: La Cautela cumple esta función en la medida que es al Estado 
a quien le corresponde dirimir el conflicto con fuerza vinculante – poder de decisión 
pero además tiene la función de efectivizar la decisión judicial – poder de ejecución” 
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“Instrumentalidad: Sin duda la medida cautelar se constituye en el instrumentó de 
efectividad del derecho que el accionante procura ser protegido o declarado por vía 
jurisdiccional, no es autónoma la cautela, su existencia, su práctica, depende del 
trámite de un proceso judicial o en todo caso de una actuación que se constituya en 
jurisdiccional. 
Provisionalidad: La medida cautelar es esencialmente provisional, es decir, es regla 
que la cautela se levante, o expire. La provisionalidad está íntimamente ligada a la 
accesoriedad en la medida que se requiere por regla la existencia de un proceso 
judicial”23.         
1.2.2 Medidas innominadas. 
“El escenario previo. Sobre el nombre podría admitirse que se las apellide como 
atípicas genéricas, o innominadas y aún abstractas, pues a diferencia de las cautelas 
ortodoxas del derecho privado, no son taxativas, su regulación ni su nombre aparecen 
de detalle en el ordenamiento. Se trata de providencias, resguardos o medidas que 
puede tomar el juez, a petición de parte, y con el objeto de garantizar que la sentencia 
pueda tener un cumplido efecto”24.       
Al entrar a definir las medidas innominadas observamos que en primer punto 
Edgardo Villamil, las define como “atípicas, genéricas o innominadas”25, teniendo 
en cuenta que no se encuentran descritas, ya que son pronunciamientos del 
operador de justicia que fueron promulgados en uso de sus facultades o por petición 
de algún extremo procesal, con el fin de salva guardar la resulta de un proceso    
                                            
23 “AREVALO FÓMEQUE Héctor Francisco. “La Cautela Innominada. Su implementación en el Código General 
del Proceso y Otras Leyes Especiales” – Tendencias Contemporáneas del Derecho Procesal. Colección del 
Instituto de Posgrados – Maestría en Derecho Procesal, Universidad Libre. 2017. p. 700 y 701 . 
24“VILLAMIL PORTILLA Edgardo. Algunos Apuntes Acerca de las Cautelas en el Código General del Proceso 
XXXIII Congreso Colombiano de Derecho Procesal. Departamento de Publicaciones, Universidad Libre 1ra ed.  
Sep. 2012. p. 174.” 




Dentro de este marco observaremos las posturas de la Corte Suprema de Justicia 
y la Corte Constitucional como también adentraremos a las leyes que implican en el 
tema de esta investigación.   
 “La cautela innominada entre nosotros se entroniza paulatinamente a partir de 
normas especiales, tal es el caso de la ley 256 de 1996, la cual regula lo inherente a 
conductas que constituyan competencia desleal. El articulo 31 normando las cautelas 
indica que comprobada la realización de un acto de competencia desleal, o inminencia 
de la misma, el juez a petición de parte interesada, podrá decretar dos clases de 
cautelares, de un lado una medida cautelar nominada, la cesación provisional del acto 
que constituya competencia desleal, de otro, decretar las demás medidas cautelares 
que resulten pertinentes. 
La determinación de las segundas, se establecen precisamente en las innominadas, 
aquellas indeterminadas que resulten pertinentes.”26       
En el aparte anterior se observa la postura de Héctor Arévalo sobre el tema, en el 
que más que una definición lo que hace es resaltar que las medidas innominadas 
en Colombia, ya existían desde la ley 256 de 1996. Esta ley facultaba al operador 
de justicia para que en las acciones de competencia desleal, ordenara las cautelas 
que considerara pertinentes. 
“Consiente de la insuficiencia de las medidas cautelares expresamente reguladas, el 
legislador prefirió confiar al criterio del operador jurídico la posibilidad de adoptar, a 
iniciativa del interesado, otras quizás más adecuadas a las situaciones específicas 
sometidas a su consideración, y acaso imposible de prever en abstracto.”27               
                                            
26“AREVALO FÓMEQUE Héctor Francisco. La Cautela Innominada. Su implementación en el Código General 
del Proceso y Otras Leyes Especiales – Tendencias Contemporáneas del Derecho Procesal. Colección del 
Instituto de Posgrados – Maestría en Derecho Procesal, Universidad Libre. 2017. p. 705.” 
27“ROJAS GOMEZ, Miguel Enrique. Lecciones de Derecho Procesal – Procedimiento Civil. Esaju 6ta ed. 2017. 




Para Miguel Enrique Rojas, estas medidas son una posibilidad que se le dio al juez 
por parte del “legislador”28 dejando a su juicio el decreto de las cautelas 
innominadas. Ya sea por solicitud de la parte interesada o de oficio.  
1.2.3 Clasificación de las “medidas cautelares”. 
1.2.3.1  “Medidas cautelares” reales.  
Las “medidas cautelares” reales, son aquellas que en su mayoría de veces son 
usadas en procesos verbales y especiales. Estas medidas intiman de ciertos 
protocolos ya que deben ser solicitadas por la parte y en algunas ocasiones serán 
decretadas de oficio por el juez.     
Estos protocolos simplemente consisten en la solicitud por medio de memorial que 
le hace la parte interesada al administrador de justicia en el que solicita para los 
casos de derechos reales el registro o inscripción de la demanda con el fin que le 
sea oficiado a la Oficina de Instrumentos Públicos y esta entidad haga la 
correspondiente anotación el certificado de libertad del inmueble. Lo que impediría 
que el titular del derecho de dominio lo enajene. 
Para decretar esta inscripción debemos remitirnos al artículo 590 del “Código 
General del Proceso”, en que dice que son sobre procesos que se encuentren 
debatiendo el dominio o cualquier derecho real principal por el contrario de otras 
cautelas esta medida requerirá caución conforme lo ordena el C.G.P. y el momento 
oportuno para solicitarla en el escrito de presentación de demanda. 
Por su parte el C.G.P en su artículo 592 nos indica que cuando se trate de “procesos 
de pertenencia, deslinde y amojonamiento, servidumbres, expropiaciones y división 
de bienes comunes”29 el operador judicial las debe decretar de oficio.   
                                            
28 Ibíd.  




Sobre lo anterior tratadista Mosquera Hinestroza nos dice:   
“Esta medida cautelar se utiliza en procesos verbales (antes ordinarios) y procesos 
especiales, en los primeros requiere petición de parte y en los segundos el Juez la 
debe decretar de oficio. 
Noción: Consiste en la comunicación que envía el juez a la autoridad encargada de 
llevar el registro del bien para qué tome nota de la afectación del mismo, en relación 
con el proceso en que su propietario es demandado. 
Objeto jurídico: La finalidad de la medida es poner de manifiesto la existencia del 
gravamen, con el fin de que cualquier otro gravamen o traspaso que se realice sobre 
el bien, posterior al registro de la medida respetara los derechos del demandante”30. 
Oportunidad para decretarla y pedirla:  
“En los procesos indicados en el artículo 592 del Código General del Proceso 
(pertenencia, deslinde y amojonamiento, servidumbres, expropiaciones y divisiones 
de bienes comunes), es deber del juez decretarla de oficio antes de la notificación del 
auto admisorio de la demanda, por lo tanto, no se necesita prestar caución para ello”    
“En cambio, en los procesos declarativos que versen sobre derechos reales sujetos 
a registros, que señala el artículo 590 del Código General del Proceso el demandante 
debe pedir la medida con presentación de la demanda, o en cualquier tiempo antes 
de la sentencia de segunda instancia, además presentar caución para garantizar 
eventuales perjuicios a la demandada”31. 
Por su parte el Doctor Luis Jaime Osorio Rincón, manifiesta que por medio de esta 
medida los bienes no quedan excluidos de enajenar, sin embargo, quién pretenda 
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comprar esta clase de bienes debe someterse y estar expuesto a la resolución del 
conflicto judicial. 
“Por medio de esta medida cautelar, los bienes no salen fuera del comercio, pero la 
persona que los adquiera queda sujeto a las resultas del juicio en donde se decretó, 
Ej.: Inscripción de la demanda en los procesos declarativos” 32.  
En otro aparte vemos que Héctor Arévalo, resalta que las “medidas cautelares” 
reales son aquellas que son ordenadas y se imponen sobre “los bienes”33  que son 
punto de debate en un litigio o también cuando en la acción sea una resolutoria de 
contrato y la convención sea sobre un bien. En este caso se presentaría el 
disposición de dos “medidas cautelares” que son el secuestro y el embargo.    
 “Las primeras – reales- son aquellas que se decretan y recaen sobre bienes que son 
objeto del litigio y sobre los cuales las partes están discutiendo por ejemplo la 
propiedad o dominio, o se está solicitando la resolución de un contrato y dicho acto 
jurídico recayó sobre determinado bien, aquí podemos estar frente al decreto de dos 
clases de cautela, la inscripción de la demanda y el secuestró de bienes”34.  
En el siguiente postulado se observa que Hernán Fabio, asevera que el C.G.P no 
se tiene un proceso litigante frente a las “medidas cautelares”, sistematiza como 
como tal las medidas preventivas que son adaptables a todas las acciones en 
general. Así mismo resalta que en el libro IV se encuentran las que él denomina 
“medidas cautelares personales y reales”35 diciendo que son las que se ejercen 
sobre bienes del demandado con el único fin de salva guardar la resolución judicial. 
Sobre las personales nos pronunciaremos más adelante.        
                                            
32 OSORIO Luis Jaime. Manual de Derecho Procesal Civil – Parte General. Leyer 1ra ed. 2014. p. 257 y 258.” 
33 Ibíd.  
34 AREVALO FÓMEQUE Héctor Francisco. La Cautela Innominada. Su implementación en el Código General 
del Proceso y Otras Leyes Especiales – Tendencias Contemporáneas del Derecho Procesal. Colección del 
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Finaliza describiendo las medidas que recaen sobre los bienes que serían la 
inscripción de la demanda, embargo, secuestro y finalmente la guarda y aposición 
de sellos.     
“El Código optó por no consagrar el proceso cautelar como un tercer genero de 
proceso contencioso, razón por la cual no existe referencia legal del mismo; re regulan 
las medidas preventivas como una institución de carácter general aplicable a todos 
los procesos, y en el libro IV  solo se trata de que domine medidas cautelares reales 
y personales, es decir, las que se practican respecto de bienes del deudor con  el 
especifico fin de buscar que no sea ilusoria la sentencia que se dicte en el proceso al 
cual acceden o respecto de persona especial para protegerlas, pero probatorias no 
se mencionan en dicho libro IV. 
De acuerdo con el CGP, las medidas cautelares específicamente tipificadas, es decir 
nominadas, que recaen sobre los bienes son las siguientes inscripción o registro de 
la demanda, embargo, secuestro y guarda y aposición de sellos”36.  
1.2.3.2 Medidas Cautelares Personales. 
Las cautelas personales recaen sobre el individuo, un ejemplo puede ser la 
permisiva residencia de los esposos. Adicional a esta ilustración se encuentran 
también las cautelas fenomenológicas las cuales se presentan o recaen sobre las 
prácticas de asambleas. Al respecto Miguel Enrique Rojas Gómez nos ilustra: 
“Bajo este criterio suele hablarse de cautelas reales y personales. Son medidas reales 
las que se practican sobre bienes, como el embargo, el secuestro y la inscripción de 
la demanda (CGP, arts. 591, 593 y 595); y personales las que recaen sobre personas, 
como la autorización de la residencia separada de los conyugues o su depósito en 
casa de los parientes más próximos (CGP, art 595.5ª)” 
 
                                            





“Esta clasificación se muestra incompleta si se tiene en cuenta que hay cautelas que 
no recaen sobre personas no sobre cosas, sino sobre fenómenos, como por ejemplo 
la suspensión provisional de los actos de las asambleas o de juntas directivas (CGP, 
art. 382 – 2). Tales medidas, que no pueden catalogarse como reales ni como 
personales, pueden calificarse como cautelas fenomenológicas”37. 
Por otro lado Héctor Arévalo, indica que las “medidas cautelares” personales se 
ejercerán sobre los sujetos procesales, sin importar el momento procesal en que 
concurran al litigio, como se puede observar en los procesos de divorcio la vivienda 
aislada de los consortes, también las que se pueden apreciar en la ley 294 de 1996.   
“Las cautelas personales se practican respecto de las personas mismas involucradas 
en el proceso judicial, ya sea que concurran como partes iniciales o sobrevivientes. 
Así tenemos, por ejemplo, los procesos de divorcio o de separación de cuerpos 
contenciosos, la residencia separada de los cónyuges, o las ya mencionadas 
cautelas que autoriza la ley de Prevención de Violencia Intrafamiliar – ley 294 de 
1996”38.     
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CAPÌTULO 2. POSTURAS JURISPRUDENCIALES FRENTE A LAS “MEDIDAS 
CAUTELARES INNOMINADAS” 
Es importante resaltar que una de las novedades jurídicas que introdujo el Código 
General del Proceso, es la posibilidad o libertad que tiene el operador judicial de 
decretar las “medidas cautelares” innominadas en los procesos declarativos, 
siempre y cuando estime de manera razonable las mismas, acorde con la situación 
fáctica del proceso, como reza en el literal c del numeral 1 del artículo 590 del C.G.P. 
“c). Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección del 
derecho objeto del litigio, impedir su infracción o evitar las consecuencias derivadas 
de la misma, prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar 
la efectividad de la pretensión”39. 
Es decir, que nuestro sistema en relación con las “medidas cautelares” es mixto, 
toda vez que se conservan las “medidas cautelares” nominadas y se introducen las 
innominadas, donde coexisten o son concurrentes las unas y las otras, por cuanto 
que son concurrentes pues no existe prohibición legal para no hacerlo, además el 
fallador judicial, en aras de garantizar la igualdad de las partes, el debido proceso, 
entre otros, debe tener en cuenta los criterios de razonabilidad y proporcionalidad 
establecidos por la Corte Constitucional, que marcan el derrotero del actuar del juez, 
para que al momento de decretar las “medidas cautelares” innominadas no se torne 
en una decisión arbitraria, desproporcionada o irracional, por cuanto que las 
mismas, al no estar reguladas por el legislador, pues no son taxativas, quedan al 
arbitrio del juez, pero siempre observando los principios y valores constitucionales.  
 
                                            





De lo anterior, se puede inferir que el juez de conocimiento al hacer el examen para 
la procedencia de las “medidas cautelares” innominadas, las cuales siempre deben 
ser a petición de parte, pues no operan de oficio, tenga que analizar el caso 
concreto, la demanda, las pruebas allegadas, que el demandante este en mejor 
derecho que el demandado, el peligro que pueda ocasionar al demora del proceso, 
daños o perjuicios del ejercicio de un de derecho o asegurar los resultados de una 
sentencia, mientras se adelanta el proceso y además de ello, debe tener en cuenta 
el principio de desarrollo constitucional de proporcionalidad, visto desde los 
parámetros determinados por la Corte constitucional, entendido como un límite al 
operador judicial, en pro de la discrecionalidad que este goza, al no tener estipulada 
las “medidas cautelares” innominadas en nuestro ordenamiento jurídico, por lo que 
a fin de evitar la violación de los principios del debido proceso, accedo a la 
administración de justicia, legalidad e igualdad de las partes, es de vital importancia 
examinar la razonabilidad del juez. 
Entendidas las “medidas cautelares” como un instrumento, herramienta o 
mecanismo que tiene el demandante para hacer efectivo su derecho, salvaguardar 
la sentencia definitiva en un futuro, en aras de prevenir un daño y lograr que el 
proceso llegue a un feliz término, además de buscar que dichas medidas se 
decreten cuando sean necesarias, es pertinente indicar que las mismas son 
provisionales, transitorias, accesorias y buscan que los fallos no sean ilusorios, pues 
en la mayoría de ocasiones debido a la demora de los procesos, se podrían 
presentar daños irreparables que pudieron haberse evitado con el decreto de las 
medidas en la oportunidad  indicada por el demandante, de ahí que el juez al 
momento de evaluar la procedencia oh no de las “medidas cautelares”, debe hacer 
una ponderación de los derechos invocados por el demandante, versus los 
derechos del demandado, a través del test de razonabilidad, que implica hacer uso 
de los criterios denominados por el legislador como la apariencia del buen derecho, 




Entendido el primero como, el análisis minucioso que debe hacer el operador 
jurídico de la demanda, de las pretensiones, de las pruebas aportadas en la 
demanda, lo cual supone que el demandante además de estar legitimado en la 
causa por activa, tiene un mejor derecho que el demandado y que sus pretensiones 
serán acogidas en la sentencia que ponga fin al proceso, sin que ello implique pre 
judicialidad. El segundo se enmarca en el contexto de la demora en las resultas en 
un proceso, que conlleva a que debido a la congestión de los despachos judiciales 
que hoy por hoy aqueja a nuestra justicia, el derecho pretendido por el demandante 
sea menoscabado por el paso del tiempo, es por ello, que en aras de garantizar la 
tutela judicial efectiva y que la sentencia después de un largo tiempo, no se torne 
ilusoria, se asegure con la medida cautelar el derecho del demandante, a fin de 
evitar que el transcurso del tiempo cause daños, perjuicios, es decir, que existe 
temor que una de las partes (el demandado) cause graves lesiones o imposibilite la 
eficacia de la sentencia.  
Con la entrada en vigencia de la “Constitución Política de Colombia de 1991”, 
nuestro Ordenamiento Jurídico Colombiano adopto entre otros principios, el estado 
social de derecho, en el cual, una de las labores primordiales de la Corte 
Constitucional como máximo Órgano Judicial Constitucional, es la salvaguarda de 
la constitución, es decir, que se cumpla la ley y se haga efectiva la protección de los 
derechos fundamentales de todos los ciudadanos Colombianos dentro del marco de 
la constitucionalidad, es por ello, que el margen de disposición normativa 
establecido por el legislador, el algunos casos, no es absoluto, como quiera que 
tiene sus límites consagrados en la “Constitución Política de Colombia”, como en el 
caso de las “medidas cautelares” atípicas, innominadas o genéricas, tal como lo 







“Tercera. - Razón de ser de la caución, proporcionalidad y razonabilidad de la medida. 
Para la Corte, las medidas cautelares, son aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, la 
integridad de un derecho que es controvertido en ese mismo proceso. De esa 
manera el ordenamiento protege preventivamente a quien acude a las autoridades 
judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada 
sea materialmente ejecutada. Por ello, esta Corporación señaló, en casos anteriores, 
que estas medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, 
porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para asegurar 
sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho controvertido”40. 
“Según la Corte Constitucional en sentencia C-022/1996, explico el test de 
razonabilidad como una: guía metodológica para dar respuesta a la tercera pregunta 
que debe hacerse en todo problema relacionado con el principio de igualdad: ¿cuál 
es el criterio relevante para establecer un trato desigual? o, en otras palabras, ¿es 
razonable la justificación ofrecida para el establecimiento de un trato desigual?”41. 
Esto quiere decir, que la razonabilidad tiene su sustento de aplicabilidad en el 
principio de proporcionalidad, en donde el segundo es desarrollo del primero, en la 
medida en que cuando existe colisión de dos principios se hace una ponderación, 
para determinar cuál de los dos derechos fundamentales pesa más sobre el otro, 
es decir, que partiendo de la base que los principios son diferentes a las reglas, 
pues estos carecen de determinación, son abstractos, tienen una estructura abierta, 
generales y no se pueden adecuar a unos supuestos de hechos establecidos, es 
por esto, que cuando colisionan dos o más principios o derechos fundamentales, el 
juez tiene  que desarrollar una tarea más minuciosa y particular, frente a cada caso, 
por cuanto que no se puede invalidad un principio o aplicar una excepción, como se 
hace en tratándose de las reglas. 
                                            
40“COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-054 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, Sentencia C-
255 de 1998, M.P. Carmenza Isaza y Sentencia C-925 de 1999, MP Vladimiro Naranjo Mesa” 




“En este orden de ideas, es determinante que el juez como instructor del proceso 
examine bajo su sabiduría, sapiencia y discrecionalidad los elementos que le otorga 
la Corte Constitucional, en pro de hacer uso del test de ponderación, entendido este 
según Robert Alexy, como: la ley de ponderación establece que cuanto mayor sea 
el grado de no realización o de afectación de un principio, tanto mayor tiene que ser 
la importancia de la satisfacción del otro”42. 
En consecuencia, dado lo anterior, en términos de Alexy, la ponderación tiene los 
siguientes pasos: 
“1. Definir el grado de la no satisfacción o de afectación de uno de los principios. 
 2. La importancia de la satisfacción del principio que juega en sentido contrario.  
 3. Si la importancia de la satisfacción del principio contrario justifica la afectación o la 
no satisfacción del otro. 
La ponderación requiere acreditar la adecuación, aptitud o idoneidad de la medida 
objeto de enjuiciamiento en orden a la protección o consecución de la finalidad 
expresada, esto es, la actuación que afecte a un principio o derecho constitucional ha 
de mostrarse consistente con el bien o con la finalidad en cuya virtud se establece”43. 
2.1. Principio de proporcionalidad. 
“El concepto de proporcionalidad comprende tres conceptos parciales: la adecuación  
de los medios escogidos para la consecución del fin perseguido, la necesidad de la 
utilización de esos medios para el logro del fin (esto es, que no exista otro medio que 
pueda conducir al fin y que sacrifique en menor medida los  principios constitucionales 
afectados por el uso de esos medios), y la proporcionalidad en sentido estricto entre 
medios y fin, es decir, que el principio satisfecho por el logro de este fin no sacrifique 
principios constitucionalmente más importantes”. 
                                            
42“ALEXY, Robert, El concepto y la validez del derecho, op. cit, p. 171 
43 ALEXY, Robert, Teoría de la argumentación jurídica, 2a. ed., trad. de Manuel Atienza e Isabel Espejo, Centro 




2.2. Principio de igualdad/principio de proporcionalidad-alcance 
“En el caso concreto del principio de igualdad, el concepto de proporcionalidad 
significa, por tanto, que un trato desigual no vulnera ese principio sólo si se demuestra 
que es (1) adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido; (2) necesario, 
es decir, que no existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros 
principios constitucionales, para alcanzar el fin; y (3) proporcionado, esto es, que el 
trato desigual no sacrifica valores y principios (dentro de los cuales se encuentra el 
principio de igualdad)  que tengan un mayor peso que el principio que se quiere 
satisfacer mediante dicho trato”44. 
Frente a este tema, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido en 
sentencia C-835/2013, que: 
 “(…) 6.4. El test de proporcionalidad es un instrumento hermenéutico que permite 
establecer si determinada medida resulta adecuada y necesaria para la finalidad 
perseguida, sin que se sacrifiquen valores, principios o derechos de mayor entidad 
constitucional para el caso concreto que se analiza.  
El primer aspecto que debe abordarse con ese propósito, es la finalidad de la 
medida, a efectos de constatar si ella persigue un objetivo legítimo a la luz de la 
Constitución. 
(…) El siguiente paso del test de proporcionalidad indaga por la idoneidad de la 
medida para alcanzar el objetivo propuesto. Este es uno de los pocos casos en 
que, por excepción, le es permitido al juez constitucional adentrarse en el estudio de 
los efectos previsibles de la aplicación de la norma acusada”45. 
Vistos estos lineamientos esbozados por la Corte Constitucional, es necesario 
precisar que el legislador en ejercicio de su amplio margen de libertad, no es 
absoluto, en el sentido que, si bien se doto al juez en el art. 590 literal c del C.G.P., 
                                            
44“COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencias C-054 de 1997, MP Antonio Barrera Carbonell , C-255 de 
1998, MP Carmenza Isaza y sentencia C-925 de 1999, MP Vladimiro Naranjo Mesa.” 




con la facultad de decretar unas “medidas cautelares” innominadas, este poder no 
es libre o arbitrario, puesto que está sujeto al análisis de los principios y valores 
constitucionales, la razonabilidad, necesidad, efectividad, igualdad, legalidad, 
finalidad, racionalidad y sobre todo a la proporcionalidad, por ende, en tratándose 
de “medidas cautelares” innominadas, están se deben utilizar como la herramienta 
o instrumento jurídico que tiene el funcionario judicial en aras de garantizar o 
salvaguardar los derechos del demandante bajo la apariencia del buen derecho, el 
peligro en la mora del trámite procesal y la constitución de una contra cautela,  sin 
que ello implique pre juzgamiento o arbitrariedad, dada la naturaleza de las mismas, 
respecto a su indeterminación, como quiera que al legislador le es imposible 
contemplar todas la variedad de circunstancias. 
Ahora bien, respecto al tema de las “medidas cautelares” en sede de tutela, la Corte 
en sentencia C-284/2014, expreso que:  
“47.2. Respecto de lo segundo, la declaratoria de inexequibilidad y en los procesos 
de tutela, se funda en las siguientes razones:  
i. la regulación introduce un desdoblamiento en el régimen de medidas cautelares 
dentro de procesos de tutela, que responde a la adscripción jurisdiccional ordinaria 
del juez que conozca de ellos, con lo cual desarticula injustificadamente la unidad de 
la jurisdicción constitucional (CP arts 13 y 86);  
ii. en virtud de la norma demandada, se activaría una causal con base en la cual se 
podría llegar a ampliar el plazo constitucional previsto para la solución de acciones de 
tutela, con lo cual se viola la celeridad que caracteriza constitucionalmente este 
instrumento (CP art 86);  
iii. crea recursos contra actos del juez de tutela que ordenan una protección 
inmediata, en contra de la general vocación de las providencias de este tipo a producir 
efectos instantáneos y a adquirir inmediata firmeza, con la única excepción en este 




“iv. incorpora al marco normativo de la tutela ingredientes radicalmente incompatibles 
con la informalidad del amparo, y en cuya virtud se privilegiarían las formas sobre lo 
sustancial (CP art 228);  
v. supone una reducción injustificada de los niveles de protección que, en términos 
de recursos judiciales, se alcanzaron con el Decreto 2591 de 1991;  
vi. viola la reserva de ley estatutaria (CP arts 152 a y 153)”46. 
Corolario de la anterior, se puede vislumbrar que la Corte realizo un extensivo 
trabajo doctrinal y jurisprudencial, respecto al tema de las “medidas cautelares” en 
las acciones de tutela llegando a la conclusión que las mismas no proceden en esta 
acción, bajo el entendido que aceptar lo contrario desdibujaría el tramite preferente, 
de congruencia,  sumario e informal que goza esta acción constitucional, pues sería 
introducir a la tutela formas propias de los procesos normales, sin embargo, es 
importante destacar que haciendo un paralelo entre las “medidas cautelares” 
innominadas y las medidas provisionales de las tutelas, el decreto 2591 de 1991 
asigno al juez de tutela una facultad extensa para la protección de los derechos 
fundamentales, a través de estas medidas caracterizadas por ser desarrollo  de 
otros principios de raigambre constitucional,  sujetas a esquemas abiertos con una 
amplia discrecionalidad, con el fin de evitar que se configure la amenaza al derecho 
fundamental, o mitigar su impacto, aún se dice que el juez de tutela puede hacer 
uso del principio iura novit curia, al modificar o mejor proveer al decretar las medidas 
provisionales en sede de tutela solicitadas por el accionante o de oficio. 
Respecto a las medidas provisionales, continúa la Corte diciendo en la providencia 
en cita:                      
              
                                            




“iii. en cuanto a si debe haber algún tipo de congruencia, ha dicho que el juez goza 
de una amplia discrecionalidad, y puede proteger los derechos amenazados por 
encima de lo expresamente señalado por el interesado;47 iv. pero en todo caso ha 
indicado que la adopción de las mismas, aunque discrecional, debe basarse en la 
constatación de que es necesaria y urgente, y la decisión ha de ser razonada, 
sopesada y proporcionada a la situación planteada, lo que deberá hacer el juez del 
conocimiento, en forma expresa”48.  
En cuanto al tema de las “medidas cautelares” innominadas en sede de tutela es 
pertinente, necesario y conducente, mencionar que en Sentencia T-256-16 , 
nuestra honorable Corte, recordó uno de los autos de la Sala De Casación Laboral 
De La Corte Suprema De Justicia, del M.P. el Dr. Fernando Castillo Cadena, al 
hacer referencia lo siguiente: 
“(…)3.4.5. En el caso bajo estudio, la accionante solicita ser reintegrada a su puesto 
de trabajo, pues aduce haber sido desvinculada del mismo encontrándose en período 
de lactancia. En este contexto y siguiendo la jurisprudencia reiterada de esta 
Corporación, aun cuando en principio la peticionaria podría acudir a la Jurisdicción 
Laboral mediante una demanda ordinaria para resolver la controversia planteada, se 
considera que la acción de tutela resulta procedente, pues por su carácter prevalente 
y sumario, se constituye en el medio judicial idóneo y eficaz para asegurar el goce 
efectivo de los derechos fundamentales al trabajo y al mínimo vital de la accionante, 
con el fin de cubrir tanto sus necesidades básicas como las de su hijo recién nacido”49. 
                                            
47 “Auto 014 de 1994 (MP Jorge Arango Mejía). Entonces la Corte decidía si un juez de tutela podía declararse 
incompetente, por el factor territorial, pese al grado de discrecionalidad con el que cuenta en virtud de los 
artículos 86 y 228 de la Carta. La Corte sostuvo que sí podía, pero al explorar el grado de discrecionalidad del 
juez de tutela, indicó que podía, por ejemplo, adoptar medidas provisionales, y a continuación dijo: el juez de 
tutela tiene la facultad y obligación de proteger los derechos amenazados por encima de lo expresamente 
señalado por el interesado, con el fin de evitar que su fallo se convierta en una ilusión”. 
48 “Auto 049 de 1995 (MP Carlos Gaviria Díaz. Unánime), antes citado. Recientemente reiterado en el auto 207 
de 2012 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez)”.  
49 “COLOMBIA. Presidencia de la Republica. Decreto 2591 de 1991, art. 15. Sobre el particular, es pertinente 
traer a colación la figura de las medidas cautelares innominadas, las cuales pueden ser aplicadas en asuntos 
de cualquier jurisdicción o especialidad que no cuenten con una disposición especial al respecto, según lo 
señala el artículo 1 del Código General del Proceso, tal como lo manifestó la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia, en Auto del 4 de mayo de 2016, M.P. Fernando Castillo Cadena (proceso No. 




Llama la atención, entonces que este auto emblemático, es de vital importancia y 
enriquecedor frente al tema de las “medidas cautelares” innominadas en sede de 
tutela, en la medida en que reitera la posición de la Corte en cuanto a la 
imposibilidad de decretar este tipo de medidas en el trámite de tutela, como quiera 
que estas poseen características que deben ser observadas por el juez natural al 
momento de su decreto, es decir que tienen standares o requisitos de mayor 
exigencia que una medida provisional, así guarden la similitud de ser ambas 
ampliamente indeterminadas, indefinidas o estar sujetas al arbitrio del operador 
judicial, pero con los limites propios de cada una de ellas. 
Como ejemplos de algunas “medidas cautelares innominadas”, esgrimidos dentro 
de las sentencias de tutela de la “Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil”, 
encontramos las siguientes: 
“1. (…) abstenerse (...) de seguir arrendando habitaciones del inmueble (...), o dar en 
arrendamiento el inmueble o en general arrendar cualquier espacio del mismo a 
terceras personas (...)”50. 
 
 
                                            
“el demandante, impidiendo así que se materialice el perjuicio derivado de la conducta que se considera 
contraria a derecho, no siempre tienen la entidad suficiente para desplazar a la acción de tutela como 
mecanismo idóneo y eficaz de defensa judicial, con miras a preservar los derechos fundamentales. En efecto, 
para poder decretar tales medidas se debe cumplir con mayores exigencias, tales como, (i) acreditar la 
apariencia de un buen derecho, (ii) examinar la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida 
solicitada, y (iii) demostrar la legitimación o interés en la causa (CGP, art. 590, lit.c), cuyo término de resolución 
puede llegar a ser más extenso que el del amparo constitucional y sin la garantía de que efectivamente, luego 
de que se proceda a su examen, el juzgado coincida con el demandante sobre la urgencia de la protección que 
se reclama. En síntesis, como sucede con el caso sometido a decisión, en el que se pretende la salvaguarda y 
garantía de la estabilidad laboral reforzada de una mujer en estado de embarazo o lactancia, las medidas 
cautelares innominadas no ofrecen el mismo nivel idoneidad para otorgar un amparo integral y oportuno como 
ocurre con la acción de tutela, no solo por la mayor formalidad que impone el análisis sobre su procedencia, 
sino también porque –a partir de dicha circunstancia– el carácter prevalente del amparo constitucional asegura 
que el asunto sea decidido en un menor tiempo”  





“2. (…) que la demandada proceda a entregar al demandante, de forma provisional y 
hasta que se dicte sentencia de fondo el [predio en cuestión]. Que en la orden de 
entrega provisional se advierta a la demandada que deberá hacerla física y 
materialmente, esto es, entregando […] el objeto de esta cautela totalmente 
desocupado”51. 
“3. Practicar un inventario del mobiliario y los libros de contabilidad que al momento 
existe en la establecimiento de comercio La Chingona; 2. Acudir un sábado en la 
noche, en quincena, que no sea de lunes festivo para establecer cuánto dinero 
ingresa a dicho establecimiento un día de aquellos”52. 
En reiteradas oportunidades la Corte suprema de Justicia Sala de Casación Civil, 
ha decantado el tema de las “medidas cautelares innominadas”, dentro del cual se 
recuerda el principio del fumus bonis iuris, como: 
“(…) b. En relación con el fumus bonis iuris debe hacerse un examen preliminar de 
los diferentes elementos de juicio disponibles en esta etapa del proceso, para efectos 
de determinar, con alguna precisión, las probabilidades de éxito de las pretensiones 
formuladas por el demandante. Este presupuesto se deriva de la denominada 
apariencia de buen derecho a que alude el artículo 590 del Código General del 
Proceso. Como lo ha explicado este Despacho en varios pronunciamientos, este 
análisis preliminar no conlleva, en forma alguna, un prejuzgamiento que le impida al 
juez pronunciarse más adelante acerca del fondo del asunto. Al tratarse de una 
valoración previa de las pruebas disponibles cuando se solicita la medida cautelar, es 
perfectamente factible que, al momento de dictar sentencia, se llegue a una 
conclusión diferente de la expresada en el auto de medidas cautelares”53. 
                                            
51 COLOMBIA. Corte Suprema de Justicia. STC936-2016. M.P. Margarita Cabello Blanco, Rad. n.° 11001-02-
03-000-2016-00103-00. 
52 COLOMBIA. Corte Suprema de Justicia. STC5383-2016. M.P. Fernando Giraldo Gutierrez, Rad. n.° 11001-
02-03-000-2016-01000-00.” 





En este orden de ideas, se tiene que el requisito de apariencia del buen derecho 
debe ser valorado, ponderado o sopesado por el operador jurídico, habida cuenta 
que en vista que las “medidas cautelares” innominadas gozan de una 
indeterminación, ello no quiere decir, las mismas son per se arbitrarias, autoritarias 
o infundadas, de allí que se deban decretarse bajo los criterios establecidos vistos 
anteriormente, como son; necesidad, razonabilidad, finalidad y proporcionalidad.  








CAPITULO 3. DERECHO COMPARADO 
PERU  
Por su parte Juan Monroy en su documento “EL JUEZ NACIONAL Y LA MEDIDA 
CAUTELAR” nos dice que la cautela tiene como objetivo salva guardar  la 
obediencia de la resolución “judicial” final  y al momento que la sentencia se ejecute 
esta medida adquiere su eficacia, cumpliendo su objetivo principal que es “la paz”. 
Así mismo distingue entre dos requerimientos las tipologías de las cautelas, la 
primera los requisitos para obtener la cautela la segunda las atribuciones que 
perfeccionan a esta “institución”.        
“El fin de toda medida cautelar, luego de lo expresado, puede ser reducido a dos:  
Desde el punto de vista concreto, la medida cautelar pretende asegurar el 
cumplimiento o eficiencia de la decisión judicial última y definitiva a recaer en un 
proceso.  
Al conseguir que el fallo final se ejecute, la medida cautelar convierte en socialmente 
eficaz la función jurisdiccional, asegurando el logro de real objetivo: la paz social en 
justicia. Este es su fin abstracto. 
Es importante distinguir los requisitos de las características de la medida cautelar, a 
efectos de considerar a los primeros como presupuestos para la obtención de una 
medida cautelar y los segundos, simplemente como rasgos que perfilan la institución” 
54  
 
                                            







Las medidas cautelares en Costa Rica, se clasifican con  dos criterios, el primer 
criterio, se hace de acuerdo al ordenamiento expresado por la ley, en donde se hace 
la diferencia de las medidas cautelares típicas o atípicas,  el segundo criterio, se 
hace teniendo en cuenta el contenido y/o los efectos que estas medidas regulen, 
las cuales también se subdividen en conservativas y anticipadas o innovativas.   
El Doctor JOSE JUAN PABLO MENA, al respecto, expone:    
“Tal y como se ha desarrollado en la doctrina nacional, se puede clasificar la tutela 
cautelar desde dos criterios: el primero, según la regulación o previsión expresa por 
la propia ley, donde diferenciamos las medidas cautelares típicas de las atípicas; 
segundo, de acuerdo con el contenido o los efectos que las mismas regulen, donde 
las clasificamos en dos categorías, las medidas cautelares conservativas y las 
medidas cautelares anticipativas o innovativas.” 55 
VENEZUELA 
Venezuela regula las cautelas en el “artículo 588 del Código de Procedimiento Civil”, 
las cuales son el embargo de muebles, el secuestro de determinados bienes, así 
como la prohibición de enajenar y gravar inmuebles. Igualmente faculta al juez para 
que decrete cualquier otra medida que complemente y que considere adecuada 
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“Las medidas dispuestas en el artículo 588 del Código de Procedimiento Civil 
venezolano son el embargo de bienes muebles, el secuestro de bienes determinados 
y la prohibición de enajenar y gravar bienes inmuebles. Pero además. dispone el 
mismo artículo que también el Juez puede acordar cualesquiera otras disposiciones 
complementarias, y acordar las providencias cautelares que considere adecuadas, 
cuando hubiere fundado temor de que una de las partes puede causar lesiones graves 
o de difícil reparación al derecho de la otra, pudiendo el Tribunal autorizar o prohibir 
la ejecución de determinados actos, y adoptar las providencias que tengan por objeto 
hacer cesar la continuidad de la lesión.”56 
ESPAÑA 
Las cautelas en España se regulan desde 1830 con la ley de enjuiciamiento 
mercantil de donde nace el embargo temporal y los inicios de las medidas 
cautelares, las cuales se crean como una forma reaccionaria contra los abusos que 
se cometieron en la práctica judicial para aquella época. Se pediría para poder 
decretar la cautela un título que trajera incorporada la ejecución, es así como se 
comienza a tener en cuenta las cautelas para los procesos ejecutivos. Después de 
muchos años España, empezaría a tener en cuenta el concepto de buen derecho. 
Es de anotar que en España, la cautela estuvo limitada simplemente por embargo 
preventivo o provisional, esta medida solamente fue aplicada para procesos 
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“Respecto del moderno Derecho español, desde su primera regulación en la Ley de 
enjuiciamiento mercantil de 1830 en que de un modo incipiente y rudimentario se 
fueron configurando, a propósito del embargo provisional, las primeras características 
y principios de las medidas cautelares, y en la cual, como una forma de reacción frente 
a los abusos cometidos por la práctica judicial de aquellos años, se exigió para 
conceder la medida uno de aquellos títulos que traían aparejada la ejecución, quedó 
marcada la evolución de la tutela cautelar en España,  vinculada estrechamente a la 
tutela ejecutiva. El lento avance en la correcta configuración del fumus boni iuris 
tardará muchísimos años (¡más de cien!) en lograr su total emancipación de la idea, 
por demás fuertemente arraigada en el legislador español, de que para conceder una 
medida cautelar era necesario acompañar un título ejecutivo. Esta configuración tan 
intensa del fumus se debió a la típica reacción en péndulo; se buscó cortar de raíz los 
enormes abusos que se cometían en el foro español de aquellos años, al conceder 
los tribunales embargos provisionales sin audiencia, ni solemnidad de ninguna clase, 
situando el tema exactamente en el extremo opuesto”57. 
ITALIA   
En Italia las cautelas provisionales se encuentran en 2 apartes trascendentales que 
son “medidas de salvaguardia” en las que se encuentran el embargo de propiedades 
y las “medidas preventivas” que pertenecen a familia. Otras medidas que se 
encuentran, son las cautelas “urgentes” pertenecientes  a la “ley de enjuiciamiento” 
ubicado en el art 700. 
Las cautelas provisionales y cautelares tienen dos grandes características que 
consiste en que tienen lineamientos de ser tramites agiles y escuetos, como regla 
se resaltan por ser temporal, también de tal suerte serian accesorias en cuanto al 
proceso primario de la Litis. 
                                            






También se resalta que desde del 2005, las cautelas previsionales en determinados 
asuntos no requieren un pronunciamiento judicial real. Para este evento se 
presenciaría de hecho en una herramienta autónoma y duradera, inclusive de no 
ser de un tipo de “medida” que se ordene por medio de una resolución que define 
la Litis.         
“Las medidas provisionales comprenden dos subgrupos principales: medidas de 
salvaguardia (misure conservative), que incluyen el embargo de bienes, y medidas 
preventivas (misure anticipatorie), frecuentes en el Derecho de Familia. También hay 
medidas urgentes (provvedimenti d’urgenza, artículo 700 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil), cuyo contenido lo establece el órgano jurisdiccional en función del caso, de 
acuerdo con la necesidad cautelar que deba protegerse. 
Los rasgos principales de las medidas provisionales y cautelares son los siguientes: 
siguen procedimientos simples y rápidos, como norma tienen carácter provisional y 
son auxiliares respecto del procedimiento principal del litigio. Sin embargo, esta 
dependencia del litigio principal no es una característica absoluta. Desde el año 2005, 
las medidas provisionales en algunos casos específicos no necesitan venir seguidas 
de una resolución judicial sustantiva. En estos casos, la medida provisional se 
convierte de facto en un instrumento independiente y permanente, incluso si no se 
trata de un tipo de medida que podría ser ordenada como parte de una sentencia 
sobre el fondo del litigio”58. 
 
 
                                            





CAPITULO 4. NUESTRAS CONSIDERACIONES 
Las “medidas cautelares” son creadas con el fin de salvaguardar la materialización 
de los derechos reclamados y el cumplimiento de las sentencias futuras, proferidas 
por el operador judicial, independiente de la clase de acción que se pretenda 
impetrar. Estas “medidas” fueron teniendo un avance a raíz de la promulgación de 
la Constitución del 91, como es el que caso de las “medidas provisionales”59, las 
cuales  son otorgadas por el juez de tutela, cuando el mismo encuentre que puede 
evitar de manera inmediata la vulneración de algún derecho mientras se hace un 
pronunciamiento de fondo.  
Es así como, se evidencia que un avance sobre “medidas cautelares” se comienza 
a observar, con la la ley 256 de 1996 en su  artículo 31, que faculta al administrador 
de justicia a ordenar una serie de medidas que considere necesarias con el fin de 
evitar un daño en los actos de competencia desleal, dentro de las cuales se 
establecen las llamadas medidas cautelares atípicas o innominadas.   
El Código General del Proceso, no podría ser ajeno al avance de las  “Medidas 
Cautelares” pues además de crear un libro dedicado a las medidas tacitas como lo 
son; el embargo, registro de demanda y secuestro, también da la facultad al 
operador de justicia la posibilidad de sustituir, modificar o cancelar estas medidas y 
así mismo, las medidas cautelares se pueden evidenciar a lo largo del estatuto 
procesal. 
En dicha norma (ley 1564 de 2012) se incorporan las medidas innominadas, las 
cuales serán concedidas por el juez de conocimiento a solicitud de parte si él lo 
considera pertinente. Medidas que serán decretadas bajo los parámetros de buen 
derecho, proporcionalidad y razonabilidad, entre otros aspectos ya vistos. Es decir 
que las cautelas atípicas, no son la innovación del C.G.P ya que las mismas tuvieron 
                                            




su origen con el decreto 2391 de 1991, posteriormente fueron involucradas en la ley 
256 de 1996 y en el CPACA.    
Ahora bien, se considera que no es posible la aplicación de las cautelas 
tradicionales en la acción de tutela teniendo en cuenta que esta acción es una 
acción especial de pronta resolución, pues la misma se creo para la protección 
inmediata de los derechos fundamentales vulnerados, estableciéndose un tramite 
preferente y sumario, es por ello que las medidas cautelares nominadas no son 
viables en esta acción constitucional, teniendo en cuenta que estas, poseen unas 
características esenciales, como la jurisdiccionalidad, es decir que se dan dentro 
del marco de un proceso judicial, incluso el C.G.P. trae contemplada la posibilidad 
del decreto de medidas cautelares en las pruebas extraprocesales, las cuales 
buscan proteger a quien acude primero a la jurisdicción a hacer efectivo su derecho 
sustancial vulnerado, frente a los posibles comportamientos que entorpezcan o 
menoscaben los derechos pretendidos por el actor, previendo de esta forma que la 
sentencia futura que ponga fin al proceso sea ilusoria, otras características son la 
provisionalidad, proporcionalidad, son accesorias,  transitorias y mutables, además 
de pueden suspender, ampliar, modificar, sustituir o disminuir. 
Como se ha indicado la acción de tutela goza de informalidad, tramite preferente y 
sumario, de allí que a fin de salvaguardar los derechos fundamentales vulnerados 
o para mitigar el impacto de la violación de estos derechos, se haya instituido la 
figura de las medidas provisionales, que hoy por hoy han logrado un amplio margen 
de acción proferidas dentro del marco del juez de tutela, con la cuales el operador 
constitucional, tiene cabida a una serie de herramientas o instrumentos para hacer 
efectivos los  derechos sustanciales reclamados, que demarcar el derrotero para la 
protección de estos, dentro de ellas se encuentra una serie de posturas tanto de la 
Corte Constitucional o Corte Suprema de Justicia, que han sentado jurisprudencia, 





Mientras que al hacer el análisis de las medidas innominadas, se observa que estas 
son aplicables de cierta manera por el juez de tutela ya que para ser decretadas la 
parte interesada debe hacer una motivación para que el administrador de justicia 
otorgue las mismas. Pero el juez civil al igual que el constitucional previo al decreto 
de la medida provisional hace un estudio de razonabilidad, proporcionalidad y buen 








Al momento de estudiar las diferentes posturas de los doctrinantes en derecho 
procesal colombiano, podemos decir que las “medidas cautelares” ya sean de 
carácter personal o real buscan salva guardar la resulta de un proceso, por tal razón 
el operador de justicia las decretara de oficio o a petición de parte una vez haga una 
serie de estudio con el fin de buscar si viabilidad. Así mismo el juez podrá reformar, 
suspender o sustituir estas medidas cuando así lo considere necesario. 
Se puede concluir, que a pesar de que el C.G.P. dedica un libro a las “medidas 
cautelares” y en ese libro se encuentra la medida cautelar innominada como algo 
novedoso. Esta medida no fue una innovación como tal de la ley 1564 de 2012 pues 
ya se encontraba regulada en la ley 256 de 1996 en su artículo 31 y posteriormente 
en la ley 1437 de 2011.  
Dado que las “medidas cautelares” innominadas no son taxativas, es decir, que al 
no estar determinados por el legislador los supuestos de hecho, en los cuales ellas 
se enmarcan, es deber del juez en prima face que encuentre necesaria, razonable, 
proporcional, efectiva e idónea dicha medida, en pro de hacer efectiva una sentencia 
futura definitiva, salvaguardar el derecho y/o evitar un daño o perjuicio al 
demandante, aplicando los principios y valores constitucionales en el caso en 
concreto. 
Es sabido la improcedencia del poder cautelar genérico innominado en el marco de 
las acciones de tutela, sin embargo, es importante resaltar que entre las “medidas 
cautelares” innominadas y las medidas provisionales, existe un símil, en el 
entendido, que el juez de tutela, no tiene un derrotero donde se pueda adecuar los 
dentro de una norma aplicable a cada caso, es por ello, que estas medidas 
provisionales gozan de un margen de libertad para el operador jurídico en sede de 
tutela, que aún va más allá de las medidas peticionadas, lo que quiere indicar que 




sustantivo (fumus bonis juris) en los procesos verbales y los derechos 
fundamentales en las acciones de tutela, no obstante, si se analiza de fondo las 
diversas medidas provisionales que decretan los jueces en sede de tutela, se 
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